Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 8 y 44 minutos.) 
Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


“Carpeta N* 1119/2012. Proyecto de ley presentado por los señores Senadores Juan Chiruchi, 
Francisco Gallinal y Gustavo Penadés, por el que se faculta al Poder Ejecutivo, en acuerdo con el 
Fideicomiso de Aeronaves, a realizar una convocatoria pública en régimen de competencia y previa 
elaboración de un pliego de condiciones para la celebración de un contrato de enajenación, 
arrendamiento o leasing de los bienes fideicomitidos conforme a la Ley N* 18.931, de 12 de julio de 
2012”. 


Vamos a comenzar con el tratamiento de la Carpeta N* 741/2011, proyecto de ley relativo al 
tránsito y seguridad vial. 


SEÑOR ROSADILLA..- Se han producido trece modificaciones en el articulado de este proyecto de ley 
que oportunamente había sido aprobado en Cámara, de las que daré cuenta de la forma más breve 
posible. 


Respecto a las modificaciones introducidas al artículo 1%, no tengo objeciones porque hace 
precisiones que son absolutamente compatibles con el espíritu del proyecto de ley. De la misma 
manera ocurre con el artículo 2", y si bien se pueden tener opiniones distintas sobre la redacción, no 
existen problemas esenciales. La supresión del artículo 32 es compatible con los cambios introducidos 
en el artículo 1*. El anterior artículo 4%, que pasa a ser 3%, agrega la expresión *y similares”, lo que hace 
más genérica la definición de las sillas. 


En cuanto al anterior Capítulo ll, que contenía el artículo 5% -que establecía disposiciones 
relativas al transporte de personas con discapacidad- me gustaría saber el motivo por el cual se lo 
elimina del proyecto de ley. Quizás haya algún elemento que fundamente la supresión de una norma 
que me parece por demás necesaria y juiciosa, sobre todo en un proyecto de ley como el que estamos 
considerando. Dejo planteada la duda porque la verdad es que no encuentro una explicación. 


Respecto al anterior Capítulo 1Il, actual Capítulo Il, que contiene disposiciones relativas al uso 
de cinturón de seguridad en el transporte colectivo, tengo que plantear algunas discrepancias. El 
artículo 4” -artículo 6* anterior- dispone -de la misma manera que se discutió en Comisión y que luego 
fue aprobado por la Cámara de Senadores- el uso obligatorio del cinturón. Sin embargo, a continuación 
establece que los servicios regulares de mediana y larga distancia podrán transportar pasajeros de 
pie, de acuerdo a la capacidad técnica admitida y que el Poder Ejecutivo, mediante la reglamentación 
respectiva, establecerá las condiciones y plazos que deberán verificarse, y podrá establecer 
excepciones totales o parciales, teniendo en cuenta también las disposiciones referidas en los 
Capítulos | y Il de la presente ley. En realidad, no entiendo por qué se menciona el Capítulo ll cuando 
se trata de este mismo artículo; de todas formas, es un problema gramatical que no hace al fondo del 
asunto. Lo que sí hace al fondo de la cuestión es reinstalar la posibilidad taxativa -no la excepción- de 
que en esos servicios las personas viajen de pie y que se dé al Poder Ejecutivo la capacidad de 
establecer condiciones, plazos y excepciones. Este fue un tema muy debatido en la Comisión y creo 
que hubo buenas razones para establecer taxativamente la inviabilidad de que se viaje de pie en 
aquellos ómnibus a los que les exigimos cinturón de seguridad. Es decir, exigimos que se invierta en 
cinturones de seguridad para aquellos que viajen sentados, pero luego permitimos que viajen de pie los 
pasajeros, de acuerdo a determinadas capacidades técnicas admitidas. En este sentido, el proyecto de 
ley no hace referencia a ninguna ley que lo indique; no sé si hay alguna norma que lo establezca o si 
después se dictará una norma posterior para determinar la capacidad técnica admitida. Por estas 
razones, quiero dejar constancia que esto es un retroceso. Así como dije que no tenía opinión sobre el 


artículo 5%, porque no se había dado una explicación sobre su eliminación, en este caso, en el que hay 
un texto, pienso que hay un retroceso. 


En el Capítulo Il, artículo 5 las modificaciones son de recibo, de la misma manera que lo son 
las del anterior artículo 11, actual artículo 9* y las del antiguo artículo 13, actual artículo 11. En el que 
era el artículo 14, actual artículo 12, tengo aún una duda. Se establece que a partir de los treinta días 
de promulgación de la presente ley la venta de vehículos cero kilómetro, ciclomotores, motos, 
motocicletas, motonetas y similares debe ser acompañada con un casco protector certificado, como 
mínimo, y su empadronamiento respectivo. Hasta aquí es igual al proyecto de ley que teníamos antes, 
pero luego se agrega: “de acuerdo a la normativa departamental”. Sobre este punto, quiero suponer 
que con ese agregado se hace referencia exclusivamente al empadronamiento, porque con relación al 
casco la certificación debe ser de carácter nacional. Esta redacción me deja alguna duda, pero quiero 
dejar constancia en la Comisión -lo mismo haré en el Plenario- de que interpreto que estamos 
hablando de la normativa departamental con respecto al empadronamiento y no a las condiciones 
técnicas del casco, porque no quiero enfrentarme al hecho de que se pueda usar, por ejemplo, casco 
de cera. 


Creo que en el anterior Capítulo VII, actual Capítulo VI -que corresponde al anterior artículo 16 
actual 14- se hace un buen aporte en la Cámara de Representantes, remitiéndonos, no a la 
reglamentación, sino a las normas establecidas en el Reglamento Nacional de Circulación Vial, lo cual 
a mi criterio fue muy oportuno. Pienso que el hecho de que el Poder Ejecutivo también reglamente el 
transporte de personas en los casos de vehículos utilitarios es una iniciativa que merece ser 
acompañada. Quiero dejar constancia de que es muy amplia esa responsabilidad que se le da al Poder 
Ejecutivo, por lo que cabe esperar que taxativamente se indiquen las excepciones y no se establezca 
una regla general, ya que se trata de uno de los elementos de mayor riesgo, aun en vehículos del 
Estado. Sin duda, hay una lista no pequeña de accidentes ocurridos en los últimos diez años en 
transportes del Estado -también en privados- en los que las personas eran trasladadas en la caja 
de los vehículos utilitarios. 


Con respecto al anterior artículo 17, actual 15, estoy de acuerdo con el cambio, ya que se ha 
eliminado la expresión “A partir de los ciento ochenta días de la promulgación de la presente ley”, pero 
se establece luego, en el artículo 17 -si mal no recuerdo- a los efectos de toda la ley. Era innecesario 
dejarlo expresado ya que va a ser una norma para el conjunto de los artículos. En ese artículo 17 se 
indica que el Poder Ejecutivo dará la más amplia difusión a la normativa y promoverá la educación 
sobre los alcances de la ley durante un período de ciento ochenta días a partir de su promulgación. 
También se determina que durante ese plazo no serán aplicables las sanciones a las que hace 
referencia el artículo 16. 


Esas son las observaciones, preguntas y discrepancias que tengo con respecto a las trece 
modificaciones que se han introducido en el proyecto de ley. Reitero que la discrepancia más 
importante es la vinculada al anterior artículo 6%, actual 4 del proyecto, además de la pregunta que me 
surge con respecto al anterior artículo 5” que fue eliminado. De todas maneras, sabiendo que en caso 
de no votarse este proyecto de ley volvemos a cero, adelanto que en mi opinión debe ser aprobado a 
los efectos de que la normativa comience a ser aplicada. De todos modos, considero que es obligatorio 
dejar constancia de las dudas y diferencias con relación a algunos de los cambios que se han 
introducido al proyecto, así como nuestro apoyo a muchas de las modificaciones aprobadas en la 
Cámara de Representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a hacer algunos comentarios, fundamentalmente sobre dos temas. En 
realidad, no me había dado cuenta de lo que mencionó el señor Senador Rosadilla con respecto a la 
normativa departamental. Sobre ese punto, si bien la ley especifica claramente el uso obligatorio del 
casco, habría sido bueno aclarar a qué apunta esa referencia a la reglamentación departamental. 


Con respecto al artículo 5% que se eliminó, consulté al Presidente de la Comisión de la Cámara 
de Representantes, ante lo que se me informó que se procedió de esa forma por resultar demasiado 
vaga la redacción de la norma, en virtud de lo cual iba a requerir resoluciones específicas. Obviamente, 
eso es opinable porque es posible incluir un artículo general y después, por la vía de la reglamentación, 


establecer medidas concretas. Pero repito que esa fue la razón que llevó a los Representantes a 
eliminar esa disposición. 


Sobre el tema de la posibilidad de que los pasajeros viajen parados o no en los ómnibus 
interdepartamentales, aspecto sobre el que tanto hablamos en esta Comisión, ellos tuvieron un debate 
similar al nuestro y optaron por esa solución en virtud de una cuestión de pragmatismo. Al respecto, 
coincido con el señor Senador Rosadilla, ya que tal como dije en su momento, prefiero una legislación 
que establezca plazos y facultades para que el Poder Ejecutivo implemente la norma. De todas 
maneras, me sumo al razonamiento del señor Senador Rosadilla en el sentido de votar el proyecto de 
ley por ser el Senado la última Cámara en el tratamiento de la iniciativa. 


También hice una consulta a Unasev, desde donde se envió por escrito una declaración de 
acuerdo con las modificaciones propuestas, y por otro lado hablé con Gerardo Barrios, su Presidente, 
quien insistió que los cambios eran producto de una negociación y que lo más importante para ese 
organismo era la promulgación de la ley. 


SEÑOR VIERA.- Antes que nada, quiero dejar constancia de mi protesta por la forma en que estamos 
legislando. Realmente creo que no es bueno ni conveniente trabajar de esta manera. No sé si 
ganamos mucho apurando tanto las cosas porque alguna otra sesión extraordinaria vamos a realizar. 
Mes más o mes menos podríamos haber invitado a la Unasev y al Ministro de manera de evacuar 
algunas de las dudas expresadas y que, en definitiva, solo quedarán planteadas. 


Estoy de acuerdo con lo señalado por el señor Senador Rosadilla en el sentido de que hay 
varias modificaciones que tienen que ver con la redacción que dejarían más claro el texto de proyecto 
de ley. Esto es confirmatorio de que el sistema bicameral es bueno para legislar, siempre y cuando 
cumplamos con las etapas y los plazos estipulados. 


Por otra parte, quiero dejar planteada mi discrepancia, básicamente con la eliminación del 
artículo 5% del proyecto de ley aprobado por el Senado. No sé cómo fue la discusión en la Cámara de 
Representantes, pero de pronto se podría haber buscado una redacción que esclareciera mejor lo que 
se pretendía; en lo personal creo que está claro en su espíritu, pero no en el papel. Así como 
reglamentamos el transporte de los niños y el transporte colectivo, tenemos que regular el de las 
personas que por su condición física no tienen control del área torácico abdominal. Me parece que ese 
es un tema muy importante y considero que fue un error haberlo eliminado. No lo comparto; no estoy 
de acuerdo. 


Lo mismo ocurre con el artículo 4% del proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes. Me parece que la modificación no resulta una adecuación, sino que se termina 
aprobando exactamente lo contrario de lo que habíamos considerado en su oportunidad. Luego de una 
larga discusión habíamos optado por la prohibición -que es el gran objetivo- en forma genérica, de 
viajar de pie y dejábamos la puerta abierta para las excepciones que pudiera establecer el Poder 
Ejecutivo atendiendo a la realidad actual. Sin embargo, con la nueva redacción se pasa de la 
prohibición a la autorización y ni siquiera se habla de la tolerancia. El inciso segundo expresa: “Los 
servicios regulares de mediana y larga distancia podrán transportar pasajeros de pie, de acuerdo a la 
capacidad técnica admitida.” O sea que se cambia el concepto del proyecto de ley. Si bien nos 
adaptábamos a una realidad, se establecía el ideal de prohibir que se viaje de pie. Nadie puede estar 
en desacuerdo con que ese es un gran riesgo; además, es un contrasentido que los que van sentados 
tengan que ponerse cinturón de seguridad y puedan ir pasajeros de pie. Con estas expresiones dejo 
plasmada mi opinión contraria. 


Por último, en el artículo 14, que se refiere a la prohibición de transportar personas en la caja 
de los vehículos y acoplados, se agregó: “con las excepciones establecidas en el Reglamento Nacional 
de Circulación Vial.” No sé si con esto se hace referencia a un reglamento que lleva ese nombre o a la 
Ley N* 18.191. En el repartido, como disposición citada, figura esta Ley general de tránsito y seguridad 
vial en el territorio nacional, en la cual no se hace ninguna mención al transporte de personas en la caja 
de los vehículos y en los acoplados. Por tanto, no me queda claro a qué se hace referencia con ese 
agregado, es decir, si hay un reglamento al respecto o se remite a la Ley N* 18.191, que no dice 
nada sobre esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aun coincidiendo con los comentarios que se han hecho en Sala, por lo 
menos sobre los aspectos sustanciales, y sabiendo que tiene el respaldo de la Unasev, voy a votar 
este proyecto de ley. No sé cuál es la posición del señor Senador Viera. 


SEÑOR VIERA.- Voy a votar este proyecto de ley afirmativamente, pero con discrepancias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, estamos de acuerdo. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Quisiera hacer un comentario sobre el otro tema que figura en el Orden del Día. 


En esta Comisión se votó por unanimidad un proyecto de ley que permite el no 
abanderamiento de los buques durante quince meses, prorrogable por hasta tres meses más en caso 
de realizarse licitaciones terminado ese plazo, y la obligatoriedad de negociar con representantes de 
los trabajadores la integración de las tripulaciones nacionales de estos buques, es decir, que sea el 
90% y se pueda negociar con el sindicato un porcentaje menor. 


En su momento, el señor Senador Abreu planteó en el Plenario la discrepancia formulada por 
los representantes legales de la Asociación Uruguaya de Derecho Marítimo. Ellos expresaron su 
preocupación, sobre todo por el hecho de que en la prospección petrolera se realiza una actividad tan 
específica que una legislación de este tipo no sería adecuada. Por ejemplo, podría ser inviable que 
haya un 90% de personal nacional en las plataformas, aunque ojalá que algún día se dé. 


Me he tomado el trabajo de averiguar algunos aspectos sobre este tema. Por ejemplo, Brasil 
tiene el objetivo de llegar en diez años a tener el 50% o el 60% de personal brasileño en ese tipo de 
plataformas, pero eso es imposible de un día para el otro. Ni que hablar de las plataformas de 
perforación, que llegan con su personal, este realiza su trabajo y deja sellada la perforación para que 
luego se instale la plataforma definitiva para la extracción de petróleo o gas. También tenemos el caso 
de los barcos de prospección sísmica u otras tecnologías, que pueden ser menos problemáticos 
porque el lapso es menor a quince o dieciocho meses y la ley ya los excluye. De todas formas, en este 
caso también podríamos tener algún tipo de problema. 


La Asociación Uruguaya de Derecho Marítimo planteó la alternativa de eliminar lo relacionado 
con las aguas jurisdiccionales y dejar abierto el tema de las 200 o 350 millas. Si bien uno entiende la 
razón de este argumento, también se nos expresó que en el caso de los barcos de suministro que 
están trabajando, por ejemplo los correspondientes a la prospección sísmica, la prospección petrolera, 
etcétera, hay interés en que estos mantengan una tripulación mayoritariamente uruguaya porque no 
son buques específicos de la actividad. Además, se nos manifestó que Uruguay está reivindicando las 
350 millas -las 200 millas ya las posee- y sería un contrasentido no reclamar el derecho general que 
plantea esta ley, que ya existe en muchos países. 


He realizado diversas consultas, incluso a los representantes del sindicato marítimo y a los 
legisladores de la Cámara de Representantes que ya trataron este proyecto de ley, y quizás haya 
acuerdo en incluir una frase donde quedara excluido el personal de los buques científicos y los 
específicos de la exploración y prospección petrolera que por su especificidad tengan tripulación y 
personal mayoritariamente propio de la actividad. Queda claro que este tema -ya lo planteé en la 
sesión pasada- de la prospección petrolera y, sobre todo, la explotación, requieren una legislación muy 
específica. Por tal razón, este instrumento tendrá valor hasta que se apruebe el marco legal relativo a 
la actividad petrolera offshore, que seguramente requerirá un trabajo parlamentario profundo. En lo 
personal, creo que sería interesante comenzar a considerar este asunto, porque hace un tiempo, 
hablando con representantes de la Agencia Nacional del Petróleo, Gas Natural y Biocombustibles de 


Brasil, me señalaron que ellos estuvieron trabajando cerca de tres años a nivel legislativo para armar 
un marco legal y regulatorio para este tema. Si bien no estamos tan ajustados con las fechas, sería 
bueno avanzar en este tema, pues su análisis requerirá muchos insumos, tanto de legislación 
comparada, como de normativa específica, nacional e internacional. 


SEÑOR ROSADILLA.- Nosotros también hemos realizado consultas y tratamos de ampliar nuestros 
conocimientos con relación a este tema. En ese sentido, al igual que el señor Presidente, somos 
partidarios de mantener la reserva de bandera no solo en el mar territorial sino también en la zona 
económica exclusiva, porque creemos que allí están en juego el trabajo de cientos de uruguayos y la 
posibilidad de aprender, capacitarnos y desarrollarnos en algo tan importante como debe ser el mar 
para nuestro país. 


Creemos que la frase a la que hizo referencia el señor Presidente está bien inspirada, aunque 
nos gustaría que tuviera un carácter más genérico, es decir que cuando la bandera nacional no esté en 
condiciones de realizar los trabajos, la autoridad competente pueda hacerse cargo de ellos; de lo 
contrario, podrían plantearse inconvenientes. 


SEÑOR VIERA.- Se podrían plantear problemas casuísticos. 


SEÑOR ROSADILLA.- Podríamos llegar, incluso, a la siguiente situación. Una persona, por ejemplo, 
necesita hacer un trabajo específico para el cual requiere un barco con determinadas características, 
que esté pintado de rojo, etcétera, pero la bandera nacional no puede cubrir esos requisitos. En este 
tema estamos hablando de las capacidades técnicas de acuerdo a la autoridad. Cuando por alguna 
razón -puede haberla, y ojalá sean muchas porque vengan cosas nuevas- no podamos cubrir todo el 
trabajo, preferiríamos reservar los buques de bandera nacional para la zona económica exclusiva del 
Uruguay. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos planteado este tema porque en enero ya va a haber adjudicaciones y 
licitaciones relacionadas con barcos de suministros para el buque que desde hace un mes y medio 
está trabajando en sísmica desde Punta del Este hacia afuera, en la Cuenca Pelotas. Sería interesante 
que en esos barcos la mayoría de la tripulación sea uruguaya, pero me sumo al planteo del señor 
Senador en el sentido de establecer algo más genérico. 


SEÑOR VIERA.- Estoy de acuerdo porque luego van a aparecer otro tipo de plataformas; la casuística 
es complicada, señor Presidente. 


SEÑOR PENADÉS.- Cuando ingresé a Sala, el señor Presidente hacía referencia a que este proyecto 
de ley necesitaba un tratamiento que en otros países llevó años. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando comenzamos a estudiar este proyecto de ley les manifesté a los 
representantes de la Asociación Uruguaya de Derecho Marítimo que el tema petrolero en sí iba a 
requerir una legislación más que específica. Sin embargo, alguien podría preguntarnos por qué vamos 
a excluir a las plataformas de perforación y de explotación y a los buques de prospección petrolera 
cuando nuestro objetivo es que, aunque sea a mediano plazo, se forme personal uruguayo para tripular 
esas naves. Asimismo, si mal no recuerdo, comenté que en Brasil se requirieron unos diez años para 
lograr una legislación adecuada. Podríamos preguntarnos por qué no dejar esa parte a la legislación. 
También comentaba que sería bueno aprobar este proyecto de ley para asegurarnos de que todos los 
barcos que no sean específicos de esa actividad, como por ejemplo los que transportan suministros, es 
decir, alimentos, herramientas y repuestos a las plataformas o a los barcos de prospección, queden 
incluidos. Creo que debe quedar claro que luego tendremos que trabajar intensamente para lograr un 
marco legal que contemple esta actividad, que por suerte parece que se viene. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 09 y16 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


